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Las políticas habitacionales construyen parte de la ciudad, materializando un hecho urbano. En base a la 
experiencia transitada en la implementación del Plan Federal de Construcción de Viviendas en la Provincia 
de Buenos Aires podemos leer efectos dispares en las ciudades y en la vida de las personas. La 
localización de las viviendas y el suelo utilizado fueron insumos utilizados para verificar si, en tanto política 
social, la política habitacional actúa redistribuyendo renta urbana, mejorando la localización de la población 
en la estructura urbana. 
En este trabajo nos proponemos problematizar a la política habitacional, como parte de la política urbana, 
analizando tensiones y relaciones. Apoyados en la mediación que nos propone el PFCV, indagamos en la 
implementación de la política en la Provincia de Buenos Aires. Algunos municipios han llevado adelante 
algunas estrategias novedosas saldando experiencias y aportando un camino en pos de implementación de 
políticas habitacionales enmarcadas en políticas urbanas integrales.  




Housing policies are part of the city, an urban fact materialize. Based on the busy experience in 
implementing the Federal Housing Construction Plan in Provincia of Buenos Aires we read different effects in 
cities and in the lives of people. The location of houses and land used were used to verify whether, as social 
policy, housing policy inputs urban acts redistributing income, better localization of the population in the 
urban structure. 
 
In this paper we propose to problematize the housing policy, as part of urban policy, analyzing tensions and 
relationships. Supported in mediation is proposed in the PFCV, we investigate the implementation of the 
policy in the Province of Buenos Aires. Some locals governments have carried out some new strategies 
settling experiences and providing a path towards implementation of housing policies framed in 
comprehensive urban policy. 
 
 






1 Políticas públicas, políticas habitacionales y  políticas urbanas 
Los sectores populares resuelven el acceso al suelo urbano por medio de diferentes estrategias, ya sea a 
través del mercado, la asignación de vivienda construida por el sistema público o mediante tomas tierras o 
viviendas. Cada una de estas modalidades tiene sus complejidades, e interpelan fuertemente el concepto 
de mercancía en que se constituye el suelo urbano y que condiciona fuertemente el acceso al suelo urbano 
a los sectores populares.   
La propiedad privada condiciona la implementación de medidas de regulación del suelo urbano. El mercado 
de suelo no está regulado en Argentina, y el Estado no lleva adelante medidas que tiendan a la regulación 
del precio. Sí lo ha hecho respecto de la calidad del suelo ofrecido, y esto significó más exclusión para los 
sectores populares, asignando limitaciones desde la normativa urbana (Clichevsky 1975, 1996). La cualidad 
del suelo de ser irreproducible condiciona el precio del suelo y la localización de los distintos sectores 
sociales en la ciudad, dando lugar a una ciudad segregada (Jaramillo, 2003; Clichevsky, 1975; 
Topalov,1979). El mercado de suelo sin regulación y las políticas habitacionales que responden a la 
reproducción del capital, materializan espacios de habitar que no resuelven las necesidades de los 
pobladores.  
En este trabajo nos proponemos una mirada analítica que vincule a las políticas urbanas y las 
habitacionales en el territorio y la resultante en la producción del espacio. A través de la lectura de la 
implementación del Plan Federal de Construcción de Viviendas Nación-Municipio en la Provincia de Buenos 
Aires en el periodo 2005-2009 indagaremos en el manejo del suelo urbano, su regulación y disposición, 
verificando si capitaliza aciertos y errores en la perspectiva histórica y el lugar que le asigna a los sectores 
populares en la ciudad. Nos planteamos también reconocer los antecedentes en la implementación de 
políticas habitacionales donde se identifiquen parámetros de integralidad (tierra, vivienda, ciudad). Esta 
búsqueda analítica nos permitirá reconocer rupturas y continuidades, capitalización de aciertos, reincidencia 
en los errores. Queremos poner en juego una serie de conceptos que aportan al sentido urbano con que 
pretendemos analizar las políticas habitacionales, en tanto políticas sociales, en un territorio atravesado por 
relaciones sociales (jurídicas y mercantiles) constitutivas de la sociedad capitalista moderna.  
Abordaremos el problema a partir de análisis de teoría que nos permita reconocer la naturaleza y la 
racionalidad de las políticas habitacionales y las políticas urbanas. La lectura cuantitativa de una base de 
datos del Instituto de la Vivienda de la Provincia de Buenos Aires, nos permitirá reconocer la orientación de 
la gestión urbana en la implementación del subprograma Nación Municipio, partiendo del análisis del origen 
del suelo utilizado. 
A priori, establecemos que la política habitacional desconoce la naturaleza espacial (el suelo donde se 
implantarán las viviendas no es considerado como componente) y se orienta por objetivos económicos, 
identificándose como política sectorial. Las políticas habitacionales registran un doble juego, enuncian 
voluntad redistributiva, mientras que operan en la economía beneficiando a las empresas concentradas, y 
agudizando los efectos negativos de un mercado de suelo sin regulación. 
Las políticas sociales son manifestaciones de los estados modernos en respuesta a demandas masivas. 
Como señala Danani (1996:22), las políticas sociales son constitutivas del régimen social de acumulación, 
que operan en el momento de la distribución secundaria del ingreso, y posibilitan la lectura del orden que 
emana del juego social. El rol del Estado es determinante al momento de establecer la regulación en la 
reproducción social. Diferentes arreglos cualitativos entre Estado-Mercado-Familia (Espig-Andersen, 
1993:41) reafirman el concepto de derecho social para la desmercantilización, estableciendo de que manera 
será el acceso a los bienes y servicios aportando a la autonomización (o no) de las fuerzas del mercado, 
apuntando a la disminución del estatus de mercancía de los ciudadanos, constituyendo la esencia de las 
políticas sociales. Las políticas sociales en el espacio configuran un hecho físico, son procesos que se 
desarrollan en espacios y establecen relaciones entre los actores involucrados. Harvey (1993: 17) advierte 
sobre la necesidad de reconocer la importancia de la dimensión espacial dentro de los procesos sociales, 
afirmando que “una vez que ha sido creada una forma espacial determinada, tiende a institucionalizarse, y 
en ciertos aspectos a determinar el futuro desarrollo de los procesos sociales”. El accionar del estado a 
través de la planificación urbana, aplicando el zoning, define patrones de ocupación del suelo basados en 
las prácticas y lógicas de inversión de los mercados de clase media y de altos ingresos, y destina el territorio 
urbano a esos mercados; replegando a los más pobres al espacio de la política habitacional y la gestión de 
la ilegalidad. 
Nos moviliza reconstruir el sentido de las políticas urbanas. El estado regulador-planificador, desde una 
esfera tecnocrática, aplico sobre el territorio políticas urbanísticas sin registrar en profundidad los procesos 
sociales (Harvey, 1993:19). Clichevsky (1996) profundiza en esta visión y aporta que el Estado apostó a la 
zonificación de usos como mecanismo de control y de esta manera contribuyó a espacializar la segregación 
residencial. La planificación urbana modelada por esta visión, “tradicional” u “ortodoxa” definía planes para 
las ciudades que se traducían en rígidos códigos de planeamiento, con escasos efectos en la mejora de 
vida de la población. Actualmente, se registran experiencias superadoras de esta visión manifestando 
políticas urbanas en el marco de procesos sociales que construyen el espacio urbano. Oszlak (1991) refería 
al “impacto urbano de las políticas públicas” dando cuenta que el vacio que Argentina registraba respecto 
del estudio de lo urbano, no hacia referencias a políticas urbanas. 
1.1 Las políticas públicas 
“Orden y progreso” fue el punto de partida para la formación del estado nacional argentino (Oszlak, 2006), y 
dio el marco para el desarrollo del capitalismo, estableciendo los límites entre la sociedad y el estado. Ya 
entrado el siglo XX, los estados asumieron un creciente rol empresario y redistributivo, y Argentina  registró 
la experiencia de un estado benefactor, o como dice Pirez “democratizador del bienestar” (Pirez y Labanca, 
2009). Mediante la captación de parte del excedente económico, el Estado de Bienestar, limita la 
acumulación del capital y genera políticas, respuestas masivas a necesidades de la sociedad.  
La consolidación del capitalismo industrial, no solamente produjo una fuerte urbanización sino agudizó la 
condición de mercancía en que se constituyeron las ciudades, dando origen a fuertes contrastes y 
desigualdades en la ciudad (Pirez, 2014). A partir de mediados de la década del 70, en una fase de 
aceleración de la acumulación capitalista, se producen cambios a favor del mercado que favorecieron la 
acumulación y la mercantilización total o parcial de diferentes componentes (suelo, vivienda, infraestructuras 
y servicios), guiados por  políticas neoliberales (Harvey, 2005). Entonces el Estado asumió el rol de 
regulación, y ejerció la práctica de normatizar, en el marco de la reproducción del capital y la protección a la 
propiedad privada, generando ciudades segregadas; población que habita el espacio formal (normado) y los 
que no pueden acceder a él, se localizan en espacios informales.  
Analizar las políticas públicas nos permite reconocer posicionamientos oportunos respecto de determinados 
problemas públicos. Podemos definir, que las políticas públicas son tomas de posición del estado frente a 
cuestiones socialmente problematizadas (Oszlak, 1980; Thoening, 1997).  Oszlak (1995) define al papel del 
Estado como agente activo y visible de la acumulación y la reproducción de las formas más avanzadas del 
capitalismo dependiente latinoamericano y aclara que solo algunas cuestiones, demandas o necesidades de 
la sociedad se convierten en cuestiones “problematizadas” para ser objeto de políticas públicas y 
constituirse en parte de la agenda de gobierno. Se trata de dirimir como se distribuyen los recursos, la 
gestión de lo público, los recursos de poder y el excedente social.  El Estado en la relación con la sociedad 
plantea una triple relación: de orden funcional, en la división social del trabajo; de orden material, en la 
distribución del excedente social y en el de la dominación o correlación de poder (Oszlak, 2000: 24). En las 
relaciones funcionales el Estado actúa regulando y promocionando la actividad privada, y en el plano fiscal y 
redistributivo, extrae de la sociedad y devuelve a la misma a través de gastos o transferencias o inversiones 
favoreciendo a determinados sectores cumpliendo un papel redistributivo. Asumimos que las tomas de 
decisión no son monolíticas por parte del estado. La manera en que la política define sus objetivos, 
instrumentos y operadores fortalece o debilita intereses de actores sociales. La formulación e 
implementación de políticas es actividad esencial del estado.  
Para poder caracterizar a las políticas públicas, nos valemos de la noción de “orientación” de la política, a la 
que Pirez (2014) define como la orientación de la intervención política en el sentido que adoptan los 
procesos sociales de producción de ciudad, y aquí toma una importante dimensión definir qué o hacia 
donde se intentan conducir los procesos sociales dentro de una dimensión de intervención estatal, que 
direcciona la producción, distribución y consumo de la ciudad: como bien de uso o como bien de cambio. La 
subordinación de la ciudad a la mercantilización ha sido explicada estructuralmente como una consecuencia 
de la expansión de las relaciones capitalistas. Constituye un punto central en nuestro análisis las decisiones 
gubernamentales y las relaciones que se dan en la sociedad, ya que estas relaciones, de estructura de la 
acumulación, configuran el sistema urbano. Ante “el predominio de las fuerzas del mercado, el bienestar de 
los individuos viene a depender enteramente del circuito monetario (Esping-Andersen 1993:41), y lo que 
estructura es la mercantilización.  
Oszlak (1980:2), Thoening (1997: 24) y Aguilar Villanueva (1992: 9) coinciden en identificar cuatro 
categorías de políticas públicas que emanan del estudio de impacto, costos y beneficios: reglamentarias, 
distributivas, redistributivas y constitutivas. Definen a la distributiva como una arena pacifica, asumida con 
recursos públicos, a la política regulatoria es una arena de conflicto y negociación de los grupos de poder. 
La política redistributiva es la más audaz y radical, ya que aborda las cuestiones de la relación de 
propiedad, poder y prestigio social, tiende a ser la arena más tensa, conflictiva (Aguilar Villanueva, 1992: 
33); encuadraríamos a la política habitacional como distributiva o redistributiva de acuerdo a los intereses y 
negociaciones que asuma. 
Al momento que la política se pone en movimiento desata oportunidades, expectativas, poderes e intereses; 
un proceso complejo y conflictivo. Diversos factores afectan la puesta en marcha de las políticas 
gubernamentales como las distorsiones burocráticas, resistencias locales, heterogeneidad de intereses, 
indiferencia de los destinatarios. Todas las políticas introducen procesos causales en la sociedad y no 
siempre pueden desarrollarse en la dirección y con eficacia esperada, desatando otros procesos que 
generan nuevos problemas o agudizan viejos.  
1.2 La racionalidad de las políticas habitacionales 
Las políticas habitacionales tienen multiplicidad de dimensiones a través de las que las podemos analizar. 
Como parte de las políticas económicas, ya que tienen la propiedad de desencadenar un amplio mercado 
de componentes y la utilización de gran cantidad de mano de obra. En políticas sociales, a veces 
enmarcadas en políticas sociales redistributivas como plantea Aguilar Villanueva, cuando disputan con el 
poder y generan conflictos. 
Nos interesa recuperar a Yujnovsky (1984) cuando advierte que al momento de analizar la política 
habitacional debemos hacerlo comprendiendo que “cada coyuntura se da en una política y el Estado 
interviene respondiendo a las relaciones de poder y correlación de fuerzas sociopolíticas. En este sentido, la 
política de vivienda del Estado forma parte de la lucha política y de las ideas, e incide sobre el proceso 
económico, ya sea para mantener una situación excluyente de las grandes mayorías o bien para 
transformarla en beneficio de esas grandes mayorías”. Yujnovsky (1984: 373) reconoce que “el problema de 
la vivienda es un problema propio de la estructura social y económica de la argentina y que la provisión de 
servicios habitacionales en el mercado privado es solo rentable para una estrecha capa de la población de 
mayores recursos, sólo el Estado puede intervenir para hacer que la vivienda esté al alcance de los otros 
sectores que componen la mayoría”. Definimos a la vivienda recuperando la visión ampliada de servicios 
habitacionales de Yujnovsky (1988:18) que sostiene que “la vivienda es una configuración de servicios, los 
servicios habitacionales que deben dar satisfacción a las necesidades humanas primordiales: albergue, 
refugio, protección ambiental, espacio, vida de relación, seguridad, privacidad, identidad, accesibilidad 
física, entre otras”.  
Cuando las políticas habitacionales no se enmarcar en políticas urbanas, pierden el correlato espacial, la 
noción de ocupar un espacio en la ciudad, se constituyen en políticas sectoriales (económicas, sociales, de 
empleo, etc). En el mundo ideal, entendemos a las políticas urbanas como las que emergen de las 
consideraciones sociales, espaciales, jurídicas, económicas, ambientales; las que integran las diferentes 
dimensiones que componen el sistema urbano, para este trabajo planteamos mirar las políticas, urbanas y 
habitacionales; o urbanas que incluyen las habitacionales, como emergente de un proceso social, donde se 
tensionan fuertemente los intereses entre los que reproducen el capital, los guiados por la lógica de la 
acumulación política y los de la necesidad. Nos proponemos analizar a las políticas habitacionales insertas 
en la ciudad, en la estructura urbana, y en este sentido, el suelo es el elemento condicionante de esta 
relación, que se verifica finalmente en el espacio que asigna a los sectores populares en la ciudad.  
1.3 Las políticas urbanas  
El territorio es una construcción social que condensa acciones y comportamientos acumulados en el tiempo, 
con capacidad de influir en el desarrollo de la política, que se alimenta de forma dialéctica (Rodríguez y Di 
Virgilio, 2011:17). La implementación de diferentes políticas en el territorio imprime a las familias que lo 
habitan y al espacio que es habitado marcas que modelan la organización social y la configuración espacial. 
Las políticas públicas implican un proceso político con un anclaje territorial, y la estructura espacial (o 
sistema urbano) está definido por unidades espaciales en las que se realizan procesos de producción, 
consumo, intercambio y gestión (Castells, 1992:65). Castells (1974:294) enmarca  a las políticas urbanas en 
un proceso político que enfrenta fuerzas sociales con intereses específicos que buscan imponer sus propias 
estrategias. Las políticas urbanas superan a las urbanísticas (sesgadas en los usos de suelo, en desarrollos 
residenciales y diseños de espacios públicos) y a la gestión del suelo (Subirats, 2009), refiriéndose a la 
esfera territorial donde se desarrollan y a la articulación de políticas sectoriales que se despliegan en el 
territorio y en la integración de distintas esferas de gobierno.  
Es razonable considerar a la ciudad como un complejo sistema dinámico en el cual las formas espaciales y 
los procesos sociales se encuentran en continua interacción. Si queremos comprender la trayectoria del 
sistema urbano, debemos comprender la relación funcional que existe en su interior y los rasgos 
independientes de los procesos sociales y las formas espaciales que pueden cambiar el sentido de dicha 
trayectoria. Ambos elementos se encuentran intrínsecamente interrelacionados, ambos planteos deben ser 
considerados complementarios que se retroalimentan y no como alternativas (Harvey, 1977). 
La relación de propiedad es intrínseca al desarrollo capitalista y esto tiene una expresión urbana, territorial, 
que configura el espacio. La organización territorial presenta jerarquía del poder y las relaciones urbanas 
expresan ese estado de relaciones sociales (Rodríguez y Di Virgilio,  2011: 20). Como ya vimos el espacio 
es modificado por la sociedad y viceversa, por lo que podemos inferir que las políticas públicas, lo 
configuran socioterritorialmente de forma particular. El territorio ofrece y limita posibilidades para cada actor, 
individual y colectivo, donde se desarrolla la vida cotidiana, y como dice Harvey (1977) “la ciudad es un 
gigantesco sistema de recursos. El sistema urbano contiene una distribución de recursos creados de una 
gran importancia económica, social, psicológica y simbólica”. Los cambios sociales y las transformaciones 
territoriales convirtieron en protagonistas a los gobiernos locales y las organizaciones sociales, asumiendo 
servicios descentralizados en la “distribución del bienestar comunitario”. 
Subirats (2009) invita a tener una mirada renovada sobre la dimensión territorial y propone pensarla como el 
espacio donde se mueven las políticas, y a la ciudadanía que trasciende las especificidades territoriales. 
Políticas urbanas integradas e integrales, o sea todo lo que se mueve en el territorio. Esta visión sobre las 
políticas urbanas extrapolada a nuestro contexto resulta altamente idealista. 
2 La política habitacional en la Provincia de Buenos Aires 
Nos proponemos identificar los antecedentes en la implementación de políticas habitacionales enmarcadas 
en políticas urbanas; considerando además de la vivienda, el suelo donde se implanta la vivienda en la 
ciudad. Lo haremos a partir de 1977, año en que se sanciona el decreto-ley de ordenamiento urbano y uso 
del suelo en la Provincia de Buenos Aires. 
La aplicación de una política urbana altamente radical por parte de la dictadura militar marcó un orden 
diferente, descongelamiento de alquileres, desplazamiento de la población que alquilaba hacia situaciones 
de menos confort, alojándose en villas o buscando localizarse en conventillos u hoteles. Erradicación de 
villas de emergencias localizadas en la Ciudad de Buenos Aires, desalojando y expulsando a sus habitantes 
o trasladándolos a situaciones habitacionales precarias como los conocidos Núcleos Habitacionales 
Transitorios. La relocalización de establecimientos industriales aplicando el Código de Planeamiento Urbano  
buscó desarmar la organización sindical obrera e implicó  aumentando los tiempos del traslados para los 
trabajadores, además del ejercicio de la violencia institucional agravado por la tortura y desaparición física 
de miles de personas (Oszlack: 1981:21). 
La política de vivienda del gobierno central planteaba resolverlo en gran escala. La adopción de la 
modalidad vivienda colectiva, construyendo grandes conjuntos, lejos de aportar a la colectivización de la 
sociedad, dejaron un saldo de fuerte segregación socio espacial, consolidando verdaderos clusters de 
pobreza. Asumió decisiones morfológicas enmarcadas en el pensamiento urbano europeo del momento, 
edificios exentos, de carácter monumental; con parámetros de segregación socio espacial en la 
configuración urbana. La impronta urbana que dejo la experiencia FONAVI es la de grandes moles de 
hormigón y gente, imposible de organizar, mantener; generador de violencia social y altamente 
estigmatizados. Constituyó un negocio para las empresas concentradas del sector. Paralelamente a esto, 
los asalariados vieron congelados sus salarios y disminuyo la participación en el ingreso y su capacidad de 
consumo se redujo notablemente, aumento fuertemente el desempleo. La inversión en viviendas no estaba 
asociada a una política redistributiva, más bien en el marco de una política regresiva del ingreso, se 
favoreció al sector empresarial concentrado de la economía, asignado “el negocio” de la construcción de 
viviendas llave en mano.  
Clichevsky (2000) sitúa el cambio de la lógica del capitalismo para producir ciudades a partir de la década 
del ochenta, donde la política urbana pasa de la renovación urbana a la revitalización, de la política de 
erradicación a la de regularización.  El estado no interviene en el mercado de suelo, más bien se dedica a 
normar y regular, favoreciendo el mercado concentrado, dificultando el acceso al suelo por parte de la 
población, patrón que continúa hasta estos días. Señala que las escasas propuestas sobre la tierra se 
elaboraban desconociendo el funcionamiento del mercado legal y de las formas ilegales de la producción de 
suelo, implementando normas restrictivas para la producción urbana. Los agentes del mercado de tierras 
definían los productos y precios a ofertar, imposibilitando a una gran cantidad de población acceder al 
mercado formal.  
Las políticas neoliberales implementadas en nuestro país desde 1975 aceleraron su proceso en la década 
del 90. A partir de 1995, el Sistema Federal de Vivienda, descentralizó la  administración y gestión operativa 
a través de cada una de las provincias argentinas. Tres palabras son clave para caracterizar la política 
social: “desestatización”, “descentralización” y “focalización”. La desestatización promueve una apertura a la 
remercantilización de bienes y servicios antes “protegidos” dando lugar a que la integración social se 
produzca en tanto haya una integración al mercado. A cargo de las provincias quedó el diseño y la 
ejecución de los proyectos a través de los Institutos Provinciales de Vivienda. La provincia de Buenos Aires 
continúa con el financiamiento a la demanda, dando lugar a emprendimientos propuestos desde los 
municipios o desde “entidades”, donde se enrolan gremios, mutuales o cooperativas, destinadas a sectores 
enmarcados en el mercado laboral formal con alguna capacidad de pago. Se desarrollaron un sinnúmero de 
“programas focalizados”, dispositivos de reinserción tutelada en el mercado de trabajo, y en muchos casos 
dispositivos de neutralización de estallidos sociales. 
En el campo de las políticas urbanas se propició privatizaciones de los servicios e infraestructura. Fue el fin 
del sistema centralizado de provisión de vivienda. Los organismos multilaterales de crédito alentaron el rol 
del Estado como “facilitador” del mercado, distando de ser un tipo de política basada en derechos.  
El rol que asumieron los gobiernos locales en el periodo 1977-2014 es de profunda transformación. Al inicio 
del periodo los gobiernos locales registraban una total dependencia del gobierno provincial y nacional, y 
fueron depositarios por imposición, de mayores responsabilidades. El decreto ley 8912/77 establece que los 
municipios son la autoridad primaria respecto del ordenamiento territorial. Las políticas de tierra y de 
vivienda, fueron diseñadas e implementadas desde el gobierno provincial. A partir de la década del 80, 
comienza un proceso de descentralización. Algunos autores se refieren a este proceso como de 
“desconcentración” de actividades, sin transferencia de recursos. Nora Clichevsky (1978) respecto las 
atribuciones delegadas en  los municipios, señala que los mismos carecían de los recursos humanos, 
económicos y financieros adecuados para el desenvolvimiento de los estudios y proyectos, por que era 
difícil llevarlos adelante. En este mismo sentido se expresaba Pirez (133:1984), de manera más enfática 
afirmaba que “las municipalidades no tienen capacidad para garantizar un gobierno democrático”. En 
transcurso del tiempo los municipios han desarrollado habilidades políticas y de gestión, constituyéndose  
en faros, alumbrando un camino de cambio y de fortalecimiento en la gestión municipal, adquiriendo nuevas 
capacidades. 
Podemos clasificar a las políticas urbanas, en “preventivas” o “curativas” de acuerdo miran el problema de 
acceso al suelo, y lo haremos a través del análisis de los instrumentos que generó. Entendemos por 
“preventivas” a las políticas que habiendo comprendido las causas del problema, tienen como objetivo 
principal el acceso al suelo urbano por parte de la población pobre, distinguiéndolas de las “curativas” que 
asumen las tomas o invasiones de tierras, de forma colectiva o individual, y se plantean su regularización 
(dominial y/o urbana) buscando la formalización al sistema de propiedad privada, según Smolka (2003), 
reforzando el circulo de la pobreza-informalidad. Nos interesa conocer de que manera el Estado, asumieron 
este desafío y si en el devenir el estado capitalizó estas experiencias para el accionar y la planificación del 
territorio. 
2.1 Periodo de transición liberal 
 
Grillo (1994) señala que “entre 1978 y 1989 surgieron en el Gran Buenos Aires 101 asentamientos. Merklen 
(1997) relata que con la ocupación ilegal de un conjunto de terrenos en la zona sur del conurbano de 
Buenos Aires en 1981, se inaugura una nueva modalidad de producción de hábitat y de organización social 
de los sectores populares. “Estas ocupaciones ilegales de tierra se caracterizan por ser masivas y por 
planificar el uso del suelo y el desarrollo del futuro barrio. De forma autogestionaria, cientos de familias 
arriban a un predio baldío en la ciudad, lo ocupan, trazan calles y los lotes a fin de dar una porción de tierra 
a cada familia”. Intentan copiar la configuración urbana preexistente, en un afán de asimilarse al resto de la 
ciudad, para después poder constituirse en un barrio más.  
 
Fernández Wagner (2008) indica que a partir de 1987, con la llegada del peronismo al gobierno de la 
provincia, ya no se condenó a la toma de tierra como forma de acceso a la ciudad, se puso el foco en 
regularizar la ocupación del suelo, reconociendo la necesidad de articular con los actores involucrados. El 
programa Pro Tierra recupera la importancia de la organización para la acción colectiva y les asigna un rol 
central como interlocutor frente al estado. Muchas de ellas pasaron a ser llamadas “entidades intermedias”, 
conformando cooperativas y asociaciones mutuales, de esta manera les permitía asumir créditos, comprar 
las tierras tomadas, en fin reconocerse como actores sociales legitimados en el sistema político.  Relli 
(2007) rescata que este programa no tuvo gran impacto en el territorio, pero centró  el debate en la 
problemática y sentó bases para la discusión de la política urbana en la provincia. En el marco de 
modificaciones sustanciales en el modo de producción de viviendas, tanto cualitativo como cuantitativo el 
IVBA (2006) contextualiza este programa intentando una respuesta “no tradicional”, promoviendo una 
gestión descentralizada, estableciendo fuertes vínculos con los Municipios. Esta acción de la política 
pública, sitúa la cuestión del suelo urbano, en el centro de la escena.  
 
Recuperando las líneas que tuvo la política urbana, la podemos identificar como, diversa y con escasos 
fondos, dando cuenta de la multidimensionalidad del hábitat: organización social, tierra, vivienda, servicios 
básicos de infraestructura, accesibilidad, ambiente y empleo. 
2.2 Las políticas neoliberales: las políticas curativas. De la toma de tierra a la regularización, de la 
necesidad a la propiedad 
En el interior de la provincia de Buenos Aires y como resultado de la reforma constitucional de la 1994 se 
implemento el Plan Familia Propietaria (Decreto 807/95), que autorizaba  a la compra de suelo para dotarlo 
de indicadores urbanos y de infraestructura con la finalidad de adjudicarlo a las familias para que resuelvan 
sus necesidades habitacionales en ciudades de menos de 50.000 habitantes.  El periodo activo de este 
programa respecto de la compra de tierra fue 1995 - 1999, coincidente con el segundo periodo de la 
gobernación Duhalde. En muchos casos el suelo generado no fue ocupado, quedando ocioso hasta la 
irrupción del Plan Federal de Construcción de Viviendas, que encontró esta tierra regularizada y libre. Con 
posterioridad a 1999, siguió funcionando una unidad que gestionaba el programa; ya no proponía la compra 
de lotes, sino la “afectación” al programa, dotando al suelo de indicadores urbanos, previa dotación de 
infraestructura y de planos de subdivisión, o sea generando suelo urbano y formal. En algunos casos, los 
gobiernos locales afectaron lotes a este programa, para favorecer la dotación de indicadores urbanos y 
regularizar fácilmente las viviendas construidas en el Plan Federal, salteándose los engorrosos caminos que 
propone el decreto-ley 8912/77. 
Es necesario enmarcar este programa en la implementación de  políticas de “tercera generación”, cuyo 
principal objetivo era el alivio a la pobreza, posicionando al estado como facilitador de ese proceso. El 
Estado se relegó de sus deberes y obligaciones, dando lugar a políticas urbanas segregadoras.  
Entendemos al Programa de Mejoramiento de Barrios (PROMEBA) enmarcado dentro de las políticas 
curativas, proponiendo la regularización dominial y urbana, focalizado sobre un territorio con altos niveles de 
población con necesidades básicas insatisfechas y bajos ingresos. Si bien la primera fase del PROMEBA 
experimentaba una cierta “integralidad” trabajando en la fase la urbana, la  vivienda, y una instancia jurídica-  
social ambiental; a partir de 2002, solamente financió la construcción de redes y de equipamiento 
comunitario. La implementación de programas “enlatados”, bajo la tutela de los organismos multilaterales de 
crédito, condicionaron fuertemente la implementación de la política (Di Virgilio, Galizzi: 2002). 
La configuración de la ciudad hacia finales de los 90`s da cuenta de  los sedimentos de la política. La 
extensión hacia la periferia entre las décadas del 40 y el 60 y las políticas neoliberales que iniciaron en 1975 
y que se agudizaron en la década del 90 manifestaron finalmente un modelo de ciudad segregada, dual, 
conducida por el mercado desregulado y que persigue una altísima renta, excluyendo de la ciudad a los 
sectores populares. El endurecimiento de la normativa urbana, el Código de Planificación Urbana en 
Buenos Aires y el decreto-ley 8912/77 en la Provincia de Buenos Aires marcaron el fin del acceso de los 
sectores populares a la ciudad legal, conformando la ciudad informal.  
2.3 El giro recentralizador de la política 
A partir de 2004 el Estado nacional llevó adelante el Plan Federal de Construcción de Viviendas, política 
centralizada de construcción de viviendas, cuyo principal objetivo era la generación de empleo y 
reactivación económica. La construcción de viviendas fue a gran escala y a través de cuatro programas 
diferenciados, que se implementaron a escala nacional. La demanda de suelo libre para la construcción de 
vivienda puso en tensión el mercado de suelo, que sin regular, disparó sus precios, agudizando viejos 
problemas. Por un lado buscaba favorecer a los sectores populares en su demanda de vivienda, pero que 
por otro lado, al no considerar los efectos en el mercado de suelo segregaban a los pobres destinatarios de 
viviendas o impedían aun más el acceso al suelo urbano de los sectores que ni siquiera llegaban a la 
vivienda construida por el Estado. 
Entre los programas Federales se encuentra el Subprograma de Construcción de Viviendas Nación-
Municipio, que se implemento en arreglo directo con los Municipios y le imprimieron una dinámica de mucha 
a actividad a los gobiernos locales. El gobierno nacional financia el total del costo de la construcción de la 
vivienda y la infraestructura, los Municipios licitaban y auditaban la obra, y la provincia auditaba avance de 
obra para liberar el pago y efectuaba la transferencia de las tierras para luego escriturar y cobrar las 
viviendas (convenio Marco: 2004). El convenio particular establece las reglas de juego para la 
implementación del programa y su firma es el punto de partida para la implementación. Este convenio esta 
bajo el paraguas de otros dos de mayor jerarquía como el Convenio Marco celebrado entre la Nación y las 
provincias (julio de 2004), y el convenio Marco celebrado entre la Nación y los municipios (abril de 2005).  
En septiembre de 2005, a cinco meses de la firma del convenio marco entre la Nación y los Municipios, el 
Ministerio de Infraestructura de la provincia de Buenos Aires presentó la Resolución Ministerial 528/05, 
indicando la modalidad en que la provincia recibiría las viviendas construidas a través del PFCV. En los 
considerandos de la resolución, encontramos la justificación a este acto: las obras se llevan adelante por 
empresas seleccionadas a través del llamado a licitación pública por los Municipios involucrados, el monto 
de obra es desembolsado en forma directa a los Municipios y es el Municipio el encargado de la inspección 
de obra. Indica que la transferencia de los dominios donde se realiza la obra, será efectivizada una vez que 
la obra obtenga la recepción provisoria. De esta manera la provincia estableció bajo qué condiciones la 
Provincia aceptará la transferencia de las obras, intentando deslindar responsabilidades respecto de la 
licitación y ejecución de la obra. 
Este acuerdo Nación-Municipio aportó al proceso de acumulación política del gobierno central, fortaleció el 
desarrollo territorial de los gobiernos locales, y generó una alteración de las relaciones interinstitucionales e 
intergubernamentales en los actores estatales. La provincia de Buenos Aires fue apartada de esta relación, 
y presionada por esto, asumió reflejos normativos, y colocó su juego en el ámbito de la formalidad. 
 
3 Subprograma Federal de Construcción de Viviendas Nación Municipio 
Podemos identificar diferentes momentos en el desarrollo del PFCV Subprograma Nación-Municipio, en el 
periodo comprendido entre los años 2005 y 2011. Nos proponemos trabajar en el momento inicial 2005-
2009, que es el más prolífico. En el marco del Subprograma se firmaron convenios particulares para la 
construcción de 24.643 viviendas en la Provincia de Buenos Aires. Durante los tres primeros años (2005, 
2006, 2007) se registra el momento más activo del plan cuando se construyen 22.479. Los años posteriores 
son de menor movimiento (2008, 2009, 2011) en este periodo se registran 690 viviendas convenidas y en 
obra. 







2011 1600 (sin inicio) 
total 24643 
Tabla Nº  1: cantidad de viviendas por convenio particular por año 
Fuente: IVBA. Elaboración propia 
 Imagen 1: Espacialización de la implementación Programa PFCV Nación Municipio, 2005-2009 en la Provincia de Buenos Aires. 
Elaboración propia en base a datos IVBA. 
De los 135 partidos que componen la provincia de Buenos Aires, 90 construyeron viviendas en el marco del 
subprograma PFCV Nación-Municipio, o sea que un 66.6% de los partidos. 72 partidos en el interior de la 
provincia (el 80%), y 18 localizados en la Región Metropolitana de Buenos Aires (el 20% restante). Del total 
de las 24.643, 18.597 viviendas se construyeron en partidos del interior de la provincia (el 75,46%), mientras 
que 6047 (24,54%) se materializaron en la Región Metropolitana de Buenos Aires. Es necesario tener en 
cuenta que algunos partidos implementaron otros programas de vivienda como Subprograma de 
Urbanización de Villas y Asentamientos precarios, en RMBA, fundamentalmente, el Plan Federal de 
Emergencia Habitacional, el programa Mejor Vivir y una porción de las viviendas del cupo provincial se 
desarrollo mediante licitación provincial PFCV-TPU, Tierra y proyecto urbano (del Rio y Duarte, 2011).  
El primer escollo que los municipios identificaron al momento de presentar los proyectos fue la escases de 
suelo urbano disponible para la  construcción de viviendas nuevas, con la modalidad llave en mano1. El 
suelo ofrecido para la construcción de las viviendas debe estar libre, localizado en área urbana, sin 
complicaciones ambientales (hidráulica, o factores contaminantes), con plano de subdivisión aprobadas 
(parcelas generadas), servicios de infraestructura básicos, equipamiento de salud, de educación en las 
inmediaciones, buena accesibilidad, entre  las condicionantes más importantes. Es muy difícil que esta 
situación “ideal” se presente en las diferentes ciudades de la provincia de Buenos Aires, aún en el interior de 
la provincia. Por lo tanto, posteriormente a la euforia de los anuncios, la preocupación por inexistencia de 
suelo vacante para la construcción de viviendas, instalo el tema en las oficinas de planeamiento municipal. 
Hacía tiempo que las políticas públicas no financiaban construcción de vivienda nueva en gran escala2, 
(Yujnovsky,1984, Fernández Wagner y Varela: 2012) como así tampoco la generación de suelo urbano. 
                                                          
1 Se conoce como “llave en mano” a la modalidad deconstrucción mediante licitación por empresa, los futuros habitantes no tienen 
participación en la toma de decisiones.   
2 El sistema FONAVI financio la construcción de vivienda llave en mano, en gran escala  a partir de 1973 desacelerando la construcción 




          DOMINIO EN MANOS DEL ESTADO                                              DOMINIO PARTICULAR 
 
MUNICIPAL PROVINCIAL NACIONAL    PFP PARTICULAR       SIN DATOS 
 
2005 4195 613 450    4749           2313           1759 
2006 2836 274 605    2294             111               97 
2007   277 224   50      657             634             218 
2008       0     0 328         0                 0               76 
2009   133     0     0        56                 0               97 
2010       0     0     0          0                 0                 0 
2011       0     0     0          0                 0           1600 
TOTAL 7415 1111 1433     7772            3058           3980 
Tabla Nº 2 : Suelo utilizado por dominio de acuerdo a los años del periodo analizado. 
Fuente: IVBA. Elaboración propia 
Vemos en la tabla nº 2 que el primer año de la implementación de la política, entra en juego el suelo creado 
previamente por la política pública, el Plan Familia Propietaria. En 2005 fueron construidas 14.079 viviendas 
un 57,13% del total de 24.643. Del total de las viviendas convenidas, 4.749 se proponen en suelo creado 
por el Plan Familia Propietaria, un 33,73% del total en ese año. Los Municipios aportaron suelo propio para 
la construcción de 4.195 viviendas, un 29,8%. No es menos importante la tierra que aportan los privados 
(tierra individual de propietarios; empresas contratistas, o producto de compras ad-hoc por parte de 
entidades) 2.313 viviendas se construyeron en tierra de este dominio privado, un 16,43% del total en 2005. 
Los estados provinciales y nacionales no aportaron cantidad significativa de tierra. En tierra provincial se 
construyeron 613 viviendas, un 4,35% del total, mientras que el Estado nacional aporto suelo para la 
construcción de 450 viviendas, un 3,2%. Como nuestra fuente de información para identificar los orígenes 
del suelo es el IVBA, la columna sin datos, remite a que aún no se ha transferido al IVBA las obras. Es 
significativa la cantidad de suelo que aun no se tiene información un 12,5% del total, suelo para 1.759 
viviendas. 
En el 2006 se construyeron 6.212 viviendas, un 25,2% del total y lo hicieron fundamentalmente en suelo de 
dominio municipal, involucrando 2.831 parcelas (el 45,57%). También en este periodo las tierras aportadas 
por el PFP tienen aún gran incidencia, el 36,92% con 2.294 parcelas. El Estado Nacional aporto en este 
periodo suelo para la construcción de 605 viviendas, lo que equivale al 9,74% sobre el total para el año 
2006. El aporte de suelo de origen particular, 111 parcelas, es tierra que la población aportó de manera 
individual y que transfirieron al IVBA para su posterior regularización y escrituración; o se trata de suelo 
adquirido por las empresas constructoras. 
En el año 2007 se construyeron 2.060 viviendas, un 8,36% del total, y es el último año de producción en 
escala. Las tierras aportadas por el PFP y las tierras de origen particular son similares en cuanto a su 
impacto. Las tierras del PFP son 657 parcelas (31,9%), mientras que las particulares fueron 634 parcelas 
(30,7%). La tierra aportada por el estado (municipal y el provincial) también fue en igual magnitud. 
A partir de 2008 podemos reconocer una desaleración del subprograma. 404 viviendas convenidas en 2008 
y 286 en 2009. En 2010, no se registran convenios firmados. Mientras que en 2011, se firmo convenio para 
la construcción de 1600 viviendas, pero las obras no tuvieron inicio. 
Una mirada sobre el conjunto descripto, nos permite pensar que el Estado (provincial y municipal) genero 
suelo que permaneció sin ocupación por más de diez años. El estado local aporto tierra que tenía en su 
haber, no sucedió lo mismo con el Estado provincial o nacional, quienes son más reticentes a desprenderse 
del suelo en su propiedad. Con el problema instalado, y el paso del tiempo algunos municipios se 
embarcaron en acciones que redundaron en políticas urbanas de gestión de suelo, generación de un banco 
de tierras, reconocimiento de las herramientas existentes a partir de la legislación vigente, y posterior 
apropiación de los instrumentos de  planificación urbana. Algunas “buenas prácticas” comenzaron a circular 
entre los Municipios. Identificamos municipios que utilizaron solamente la tierra vacante disponible, en área 
periurbana, operando en la extensión del área urbana;  otros echaron mano al suelo creado en el marco de 
algún programa implementado con anterioridad, otros llevaron adelante novedosas gestiones de suelo, de 
completamiento urbano, de confección de un banco de tierras, de convocatoria a particulares que ofrecieran 
su tierra para la construcción de vivienda, haciendo un esfuerzo en capitalizar los aciertos de la gestión 
urbana, intercediendo en el mercado de suelo, y orientando las políticas urbanas hacia una concepción de 
integración urbana. 
4 Conclusiones 
Pretendemos recuperar algunas cuestiones que nos generan nuevos interrogantes. La primera de ella es el 
doble juego de las políticas públicas: políticas habitacionales y acumulación de capital¸ políticas sociales y 
redistribución del bienestar. El rol redistributivo que se le asigna a la política habitacional recientemente 
implementada de manera centralizada en Argentina genera  contradicciones por la modalidad de producción 
de la vivienda llave en mano; y por otro el impacto en el mercado de suelo, que sin regular, crece en valor 
exponencialmente, no solamente haciendo más costoso la implementación de la política, sino excluyendo a 
los que no consiguen un lugar en la ciudad, ni pueden acceder a la política de vivienda. Volvemos a tener 
presente a Harvey (1997:48) en su advertencia sobre la necesidad de evaluar los mecanismos ocultos de la 
redistribución relacionado con los mecanismos que generan desigualdad en los ingresos, ya que en general 
tienden a aumentar las desigualdades en vez de reducirlas. La distribución del espacio impacta 
directamente en la distribución de los ingresos, la matriz de la desigualdad. 
Los roles estatales no son estancos y se reconocen nuevos posicionamientos en la relación con el gobierno 
central por parte de los municipios y de las provincial. El rol central de los municipios en la implementación 
de la política (gestionando suelo, licitando obra, negociando con la comunidad) lo posiciona como un actor 
principal en la definición de la política urbana y en su gestión. 
Oliver Mongin (2006: 25) señala que "La lucha por el espacio urbano reemplazó a la lucha de clases". Esta 
expresión señala que asistimos a una reconfiguración territorial, que tensiona las relaciones de propiedad 
en el espacio socialmente construido. Por una parte existen diferentes transformaciones de las periferias, 
degradación de los centros urbanos, el auge de las torres y los barrios cerrados, mientras se acrecientan los 
asentamientos informales, las casas y edificios “tomados”, los alquileres hoteles y cuartos clandestinos, y 
otros ejemplos evidentes que demuestran que estos fenómenos encarnan estrategias de demarcación 
social y elecciones territoriales muy específicas y selectivas, cristaliza el espacio como generador y 
resultado de esas relaciones, en una ciudad con valor de cambio. 
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